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Sobre:  

Cobro de dinero 

  

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y el Juez Steidel Figueroa 

 
Colom García, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

 Jessica Marie Bonano Vázquez [Bonano Vázquez o 

apelante] acude ante nos en recurso de apelación para 

cuestionar una Sentencia Sumaria, una sentencia parcial y una 

resolución emitidas por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón el 11 de septiembre, notificada el 29 de 

septiembre de 2015. 

ANTECEDENTES 

 El 1 de diciembre de 2011 Doral Bank presentó demanda 

en cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra Luis R. 

Bonano Román y Dhyalma Vázquez Rosado.  Toda vez que los 

demandados originales fallecieron, el 24 de febrero de 2012 

Doral Bank enmendó la demanda y solicitó se expidieran los 

emplazamientos por edicto a los miembros de ambas sucesiones. 

Ambas sucesiones están compuestas por Jessica Bonano 

Vázquez, Erick Bonano Vázquez y Luis Bonano Vázquez.  Este 
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último también falleció, su sucesión está compuesta por sus tres 

hijos menores de nombres Ricardo Luis Bonano Flores, Gabriela 

Cristina Bonano Flores y Luis Raúl Bonano González junto a la 

viuda Miriam González Andino, en la cuota viudal usufructuaria.  

Ricardo Luis Bonano Flores nació el 15 de septiembre de 1997,  

Gabriela Cristina Bonano Flores nació el 14 de julio de 1999 y  

Luis Raúl Bonano González nació el 21 de octubre de 2004.  La 

madre de los menores Ricardo Luis y Gabriela Cristina es Marisel 

Flores Cruz.  La madre de Luis Raúl es la viuda Miriam González 

Andino. 

 Conforme surge de la declaración jurada suscrita por el Sr. 

Víctor M. Encarnacion Pichardo, emplazador designado por el 

banco demandante, el 16 de enero de 2012 se conoció el 

nombre de todos los herederos, por lo que se presentó la 

Demanda Enmendada para incluir a los herederos conocidos y 

los posibles herederos desconocidos.  El 29 de febrero de 2012 

el TPI emitió una Orden de interpelación contra los posibles 

herederos de los causantes Luis R. Bonano Román y Dhyalma 

Vázquez Rosado, a saber, Jessica Marie Bonano Vázquez, Erick 

Bonano Vázquez, la Sucesión de Luis Raúl Bonano Vázquez 

compuesta por su viuda Miriam González Andino y sus hijos Luis 

Raúl Bonano González, Ricardo Luis Bonano Flores, Gabriela 

Cristina Bonano Flores, posibles herederos desconocidos de 

ambas sucesiones y Luis Raúl para que aceptaran o repudiaran 

la participación que les correspondiese en la herencia de los 

causantes demandados originales.  El 29 de febrero de 2012 el 

TPI autorizó la publicación de edicto de interpelación a los 

herederos desconocidos.  Así mismo, el 8 de marzo de 2012 el 
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TPI autorizó el emplazamiento por edicto de los posibles 

herederos desconocidos.1 

 El 20 de junio de 2012 la parte demandante solicitó se 

autorizara el emplazamiento por edicto de Miriam González 

Andino, Luis Raúl Bonano González, Ricardo Luis Bonano Flores y 

Gabriela Cristina Bonano Flores por haber sido imposible 

localizarlos.  Acompañó una declaración jurada de la Gerente del 

Departamento de Ejecuciones de Doral Bank donde asevera que 

la parte demandada no es menor de edad ni incapacitada.  

También se presentó una declaración jurada del emplazador 

sobre las diligencias realizadas para diligenciar personalmente el 

emplazamiento.  Sin embargo, esas diligencias fueron dirigidas a 

localizar a Erick Bonano Vázquez no a los menores y la viuda de 

Luis Bonano Vázquez ni a la madre de los otros menores, Marisel 

Flores Cruz.  Con esa documentación el TPI autorizó los 

emplazamientos por edictos de los tres menores, la viuda y Erick 

Bonano Vázquez.  El 20 de agosto de 2012 se publicó el edicto y 

se remitió copia del emplazamiento y la demanda a la dirección 

de la propiedad en ejecución el 28 de agosto de 2012 como 

última dirección conocida de los menores y la viuda. 

 Luego de varios trámites procesales, incluido una petición 

de certiorari presentada ante nuestro máximo foro, el 24 de 

septiembre de 2013 el demandante solicitó se expidieran nuevos 

emplazamientos.  El 4 de octubre de 2013 dispuso orden para el 

emplazamiento por edicto de los tres menores, la viuda y a Erick 

Bonano Vázquez.   

El caso estuvo inactivo por más de seis (6) meses, cuando 

el 8 de abril de 2014 el TPI emitió una orden de mostrar causa 

para que el demandante expusiera las razones por las cuales no 

                                                 
1 Apéndice del Apelante pág. 48-53 
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debía desestimarse el caso según dispuesto en la Regla 39.2(b) 

de las Reglas de Procedimiento Civil de 2009. 

 El 23 de mayo de 2014 el TPI sustituyó a Doral Bank por 

Banco Popular de Puerto Rico.  El 28 de enero de 2015 Banco 

Popular solicitó se dictara Sentencia Sumaria.  La apelante 

Jessica Bonano Vázquez presentó su alegación responsiva y 

reconvención el 24 de febrero de 2015.  A su vez, el 27 de 

febrero de 2015, el TPI ordenó referir el caso al Centro de 

Mediación de Conflictos.   Luego, el 16 de marzo de ese mismo 

año, Jessica Bonano Vázquez presentó la oposición a la solicitud 

de sentencia sumaria presentada por el banco, y a la vez solicitó 

la desestimación de la demanda por falta de legitimación activa 

al no haberse demostrado que el Banco Popular era el tenedor 

de buena fe del pagaré a ejecutarse.  Ningún otro heredero se 

opuso a la solicitud de sentencia sumaria.  Mientras, el 18 de 

marzo de 2015 el Centro de Mediación de conflictos, concluyó 

que el caso no era adecuado en ese momento.  Indicó que 

faltaban partes, incluyendo menores de edad.  El 7 de abril de 

2015 el Banco Popular solicitó la desestimación de la 

reconvención.  La apelante se opuso a ello el 15 de mayo de 

2015.   

 El 26 de mayo de 2015 el TPI denegó la oposición a la 

desestimación y el permiso para enmendar la reconvención, así 

como la desestimación de la demanda.  El 24 de junio de 2015 la 

apelante solicitó reconsideración de ello.  El banco se opuso 

sosteniendo que adquirió el pagaré debidamente endosado y la 

apelante replicó.  El 18 de agosto de 2015 la apelante solicitó la 

paralización de los procedimientos, que se nombrara un 

Defensor Judicial para los tres menores de edad demandados y 

solicitó señalamiento de vista.  Banco Popular se opuso, 
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argumentó que los menores fueron debidamente emplazados e 

interpelados y la apelante carecía de legitimación activa para 

abogar por los menores. 

 El 9 de septiembre de 2015 el TPI paralizó los 

procedimientos y le ordenó al Banco Popular expresarse respecto 

al defensor judicial.  No obstante, en Resolución de fecha 29 de 

septiembre de 2015 el TPI denegó la desestimación de la 

demanda por falta de legitimación activa de Banco Popular y 

determinó que el Banco demostró ser el tenedor actual del 

pagaré el cual consta debidamente endosado a su favor.   Ese 

mismo día emitió Sentencia Parcial desestimando la 

reconvención presentada por Bonano.  Por último, dictó 

Sentencia Sumaria de Luis R. Bonano Román y la de Dhyalma 

Vázquez Rosado condenándoles al pago de $58,970.13 de 

principal más $7,000.00 de gastos, declarando Ha Lugar la 

demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra la 

sucesión de Luis R. Bonano Román y de Dhyalma Vázquez 

Rosado por las cantidades reclamadas en la demanda. 

 La apelante solicitó reconsideración de los tres dictámenes, 

la que fue denegada el 22 de octubre de 2015. 

 Inconforme Jessica Bonano Vázquez recurre en recurso de 

apelación ante nos, expone que incidió el TPI de la siguiente 

manera: 

ERRÓ EL TPI Y CLAUDICÓ EN SUS OBLIGACIONES DE PARENS 

PATRIA, AL ASUMIR JURISDICCIÓN SOBRE, REHUSAR 

NOMBRAR UN DEFENSOR JUDICIAL PARA, Y AL DICTAR 

SENTENCIA EN CONTRA DE TRES NIÑOS MENORES DE EDAD, 

MIEMBROS DE LAS SUCESIONES DEMANDADAS, QUE NO 

FUERON CORRECTAMENTE EMPLAZADOS POR EDICTO SEGÚN 

LAS REGLAS 4.3(C), 4.4(B) Y 4.6(A) DE PROCEDIMIENTO 

CIVIL, Y QUE NO SE LES GARANTIZÓ SU PARTICIPACIÓN EN 

LA MEDIACIÓN COMPULSORIA DE LA LEY NÚM. 184, POR LO 

QUE EL PROCEDIMIENTO SEGUIDO Y LA SENTENCIA DICTADA 

SON NULOS POR FALTA DE JURISDICCIÓN SOBRE ESTOS TRES 

CODEMANDADOS QUE SON PARTES INDISPENSABLES. 
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ERRÓ EL TPI AL DICTAR SENTENCIA SUMARIA CONCEDIENDO 

LA DEMANDA DE COBRO DE DINERO EN CONTRA DE LOS 

MIEMBROS DE LAS SUCESIONES LUIS R. BONANO ROMÁN, 

CUANDO LA SENTENCIA ES NULA. 
 

POR FALTA DE PARTE INDISPENSABLE Y A QUE NUNCA SE 

INCLUYÓ COMO PARTE A LA SRA. DALMA IRIS MARTÍNEZ 

BÁEZ QUIEN ERA LA VIUDA DEL CAUSANTE Y HEREDERA POR 

LA CUOTA VIUDAL USUFRUCTUARIA. 

 
ERRÓ EL TPI AL DICTAR RESOLUCIÓN DENEGANDO LA 

SOLICITUD DE DESESTIMACIÓN, Y AL DICTAR SENTENCIA 

SUMARIA CONCEDIENDO LA DEMANDA DE COBRO Y 

EJECUCIÓN DE HIPOTECA, CUANDO EL BPPR CARECÍA DE 

LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA EXIGIR EL CUMPLIMIENTO DEL 

PAGARÉ BAJO LA SEC. 2-301 DE LA LEY DE INSTRUMENTOS 

NEGOCIABLES, YA QUE NUNCA FUE UN “TENEDOR”, SINO 

QUE FUE SÓLO UN MERO CESIONARIO DE UN PAGARÉ 

EMITIDO POR DORAL Y ENDOSADO A LA ORDEN DE H.F. 
MORTGAGE, QUE NO FUE DEBIDAMENTE ENDOSADO AL 

WESTERNBANK, Y QUE EL FDIC LUEGO LE CEDIÓ AL BPPR 

SIN QUE NI EL WESTERNBANK, NI EL FDIC, NI EL BPPR 

PRIMERO CUMPLIERAN CON LOS REQUISITOS DE ENDOSO 

REQUERIDOS EN LA SEC. 2-203(C) DE LA LEY DE 

INSTRUMENTOS NEGOCIABLES PARA QUE EL PAGARÉ SE 

CONSIDERARA “NEGOCIADO”, Y POR ENDE, COBRABLE. 

 
ERRÓ EL TPI AL DICTAR SENTENCIA SUMARIA CONCEDIENDO 

LA DEMANDA DE COBRO Y EJECUCIÓN DE HIPOTECA, CUANDO 

LA MISMA ESTÁ BASADA EN UNA DECLARACIÓN JURADA CON 

HECHOS FALSOS Y PERJURADOS CON RELACIÓN A LA 

MINORIDAD DE LOS TRES CO-DEMANDADOS MENORES DE 

EDAD. 

 
ERRÓ EL TPI AL DICTAR SENTENCIA PARCIAL 

DESESTIMANDO LA RECONVENCIÓN EN LAS ALEGACIONES, 
SIN CONCEDER OPORTUNIDAD PARA ENMENDAR LAS MISMAS, 

ADUCIENDO QUE LAS ALEGACIONES ERAN INSUFICIENTES 

BAJO EL CRITERIO APLICABLE DE SUFICIENCIA ES EL 

ESTABLECIDO EN LA REGLA 6.1 DE PROCEDIMIENTO CIVIL. 
 

 El Banco Popular presentó su alegato en oposición, luego 

de que denegamos su solicitud de desestimación de la acción. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

El emplazamiento es el mecanismo procesal principal que 

permite al tribunal adquirir jurisdicción sobre el demandado de 

forma tal que éste quede obligado por el dictamen que 

finalmente se emita. Cirino González v. Adm. De Corrección, 190 

DPR 14 (2014); Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855 

(2005).  Mediante este mecanismo, se le informa al demandado 
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sobre la demanda presentada en su contra y se le requiere 

comparecer para formular la alegación que corresponda.  

Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, 192 DPR ___ (2015), 2015 

TSPR 37 (2015);  Márquez v. Barreto, 143 DPR 137, 142 

(1997).  El emplazamiento es entonces exigencia del debido 

proceso de ley, por lo que se requiere estricta adhesión a sus 

requerimientos.  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra; First 

Bank of PR v. Inmobiliaria, 144 DPR 901 (1998).  Por tal razón, 

los demandados tienen un derecho a ser emplazados conforme a 

derecho. Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, supra.  A raíz de ello, 

existe una política pública de que la parte demandada sea 

emplazada debidamente. Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, 

supra; J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

Tomo I, (2011), pág. 298; Quiñones Román v. Cía. ABC, 152 

DPR 367, 374 (2000) citando a First Bank of P.R. v. Inmob. 

Nac., Inc., supra.  Corresponde al demandante realizar, "todos 

los actos necesarios para conferir al tribunal completa 

jurisdicción sobre la persona del demandado sin que a ello venga 

en forma alguna el demandado obligado a cooperar."  Álvarez v. 

Arias, 156 DPR 352, 366 (2002); A.F.F. v. Tribunal Superior, 99 

DPR 310 (1970).  De no cumplirse estrictamente con los 

requisitos para emplazar conforme a la ley o regla 

correspondiente, el tribunal estaría impedido de actuar sobre la 

persona del legitimado pasivo, es decir, que carecería de 

jurisdicción sobre su persona. Álvarez v. Arias, supra; First Bank 

of P.R. v. Inmob. Nac., Inc., supra.  Consecuentemente, “toda 

sentencia o dictamen de un tribunal en contra de un demandado 

que no ha sido emplazado o notificado conforme a derecho es 

inválida(o) y no puede ser ejecutada(o)”. Álvarez v. Arias, 
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supra; Acosta v. ABC, Inc., 142 DPR 927 (1997); Calderón 

Molina v. Federal Land Bank, 89 DPR 704, 709 (1963).  

Cuando se trata de pleitos instados contra menores de 

edad, precisa puntualizar que “aunque los menores de edad 

poseen personalidad jurídica, carecen de capacidad de obrar, por 

lo que éstos deben comparecer a los procedimientos judiciales 

representados por su padre o madre con patria potestad, su 

tutor general o un defensor judicial.” Sánchez Rivera v. Malavé 

Rivera, supra; Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra, pág. 678; 

Álvareztorre Muñiz v. Sorani Jiménez, 175 DPR 398, 419 (2009); 

Art. 153 del Código Civil, 31 LPRA sec. 601; Regla 15.2 de las de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 15.22; R. 

Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico:  Derecho 

Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, Ed. Lexisnexis, 2010, Sec. 

1110, pág. 149.  Sabido es además que el Estado ostenta el 

poder de parens patriae para garantizar el bienestar de los 

menores e incapacitados.  Pueblo En Interés Menor C.Y.C.G., 

180 DPR 555, 573 (2011).   Así que, cuando el menor es 

demandado se debe incluir en la demanda a su madre o padre 

con patria potestad como parte formal del proceso. Sánchez 

Rivera v. Malavé Rivera, supra; Hernández Colón, op.cit., pág. 

149.    

Ahora bien, el mero hecho de que se incluya al menor de 

edad en la demanda y a su madre o padre con patria potestad 

en ésta, no confiere jurisdicción al tribunal sobre su persona. 

Para que el menor advenga en conocimiento de la acción instada 

en su contra, resulta necesario acudir a las disposiciones 

                                                 
2Regla 15.2 Menores y personas incapacitadas 
 (a) Un(a) menor deberá comparecer por medio de su padre o madre con patria 
potestad o, en su defecto, por medio de su tutor(a) general. … Sin embargo, el 

tribunal podrá nombrarle un(a) defensor(a) judicial a cualquier menor o persona 
incapacitada judicialmente siempre que lo juzgue conveniente o esté dispuesto por 
ley.   
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procesales relacionadas con el emplazamiento. Sánchez Rivera 

v. Malavé Rivera, supra. 

 Así, la Regla 4.4 (a) y (b) de las de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V, rigen el emplazamiento a una persona 

mayor de edad y a los menores, respectivamente.  En este 

punto, el inciso (b) de la Regla 4.4 dispone que:  

A una persona menor de catorce (14) años de 

edad, entregando copia del emplazamiento y de la 
demanda a su padre o madre con patria 

potestad, o tutor(a).  Si éstos o éstas no se 

encuentran en Puerto Rico, se emplazará en su lugar 
a cualquiera de las personas que tengan al menor a 

su cargo o su cuidado o con quien viva. Si el padre, 
la madre o el(la) tutor(a) se encuentra en Puerto 

Rico, pero la persona menor no vive en su compañía, 
se emplazará además a cualquiera de las personas 

antes mencionadas.   
 

A un(a) menor de edad de catorce (14) años o 
más, entregando copia del emplazamiento y de 

la demanda a dicho(a) menor personalmente y 
a su padre o madre con patria potestad, o a su 

tutor(a). Si el padre, la madre o el(la) tutor(a) no se 
encuentra en Puerto Rico, se emplazará en su lugar 

a cualquiera de las personas que tengan al (a la) 

menor a su cargo o cuidado, o con quien viva. 
(énfasis nuestro) 

32 LPRA Ap. V, R. 4.4 
 

Para que el menor quede emplazado tiene que surgir del 

emplazamiento que éste va dirigido al menor de edad por 

conducto de su padre o madre con patria potestad, o tutor(a). Lo 

contrario implicaría abdicar el hecho de que el menor de edad 

goza de una personalidad propia y distinta a la de su 

representante. Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, supra.   

Cuando no es posible notificar personalmente una 

reclamación, la Regla 4.6 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 

establece las circunstancias en que los tribunales podrán 

autorizar un emplazamiento por edicto.  Como parte de los 

objetivos del debido proceso de ley, los requisitos impuestos por 

la regla para el emplazamiento por edictos persiguen también 
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evitar el fraude. Lanzó Llanos v. Banco de la Vivienda, 133 DPR 

507, 512 (1993).  El propósito de las reglas que regulan el 

emplazamiento por edictos es brindar al demandado una óptima 

garantía de su derecho a ser oído. Lanzó Llanos v. Banco de la 

Vivienda, supra;  Mundo v. Fúster, 87 DPR 363 (1963).  Por eso 

es que siempre el Tribunal Supremo ha exigido el más estricto 

cumplimiento con sus requisitos. Lanzó Llanos v. Banco de la 

Vivienda, supra.  Su adulteración es flagrante violación del trato 

justo. Lanzó Llanos v. Banco de la Vivienda, supra.   

En este tenor, la mencionada Regla 4.6 de Procedimiento 

Civil, expresa que: 

La persona a ser emplazada esté fuera de Puerto Rico, 
o que estando en Puerto Rico no pudo ser localizada 

después de realizadas las diligencias 
pertinentes, o se oculte para no ser emplazada, o si 

es una corporación extranjera sin agente residente, y 
así se compruebe a satisfacción del tribunal 

mediante declaración jurada que exprese dichas 
diligencias, y aparezca también de dicha declaración, 

o de la demanda presentada, que existe una 

reclamación que justifica la concesión de algún 
remedio contra la persona que ha de ser emplazada, o 

que dicha persona es parte apropiada en el pleito, el 
tribunal podrá dictar una orden para disponer que el 

emplazamiento se haga por un edicto. No se requerirá 
un diligenciamiento negativo como condición para 

dictar la orden que disponga que el emplazamiento se 
haga por edicto.  La orden dispondrá que la 

publicación se haga una sola vez en un periódico de 
circulación general de la Isla de Puerto Rico. (énfasis 

nuestro) 
[…] 

32 LPRA Ap. V. 
 

Como puede verse, antes de que se autorice la publicación 

de un edicto, la Regla citada "requiere que el juez compruebe a 

su „satisfacción‟ las diligencias efectuadas para lograr el 

emplazamiento personal por quien en esa etapa ulterior desea 

emplazar mediante edicto. Esa comprobación se realiza 

mediante la presentación de una „declaración jurada . . .‟ 

suficiente en derecho". Global v. Salaam, 164 DPR 474 
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(2005);  Reyes v. Oriental Fed. Savs. Bank, 133 DPR 15, 25 

(1993).   Para ello, es necesario que la parte interesada acredite 

al Tribunal el hecho de que ha sido diligente al tratar de localizar 

a la parte demandada para lograr el emplazamiento personal y 

que, a pesar de las diligencias realizadas, no ha sido posible 

localizarla. Lanzó Llanos v. Banco de la Vivienda, supra, pág. 

513.  La declaración jurada que se preste debe contener hechos 

específicos demostrativos de esa diligencia y no meras 

generalidades que no son otra cosa que prueba de referencia.  

Lanzó Llanos v. Banco de la Vivienda, supra, pág. 513, citando a 

Mundo v. Fúster, supra, págs. 371-372 (1963).  Es necesario 

indicar “las gestiones hechas con expresión de las personas con 

quienes se investigó y la dirección de éstas. Hacerlo constar es 

de incalculable valor para evitar el fraude.” Lanzó Llanos v. 

Banco de la Vivienda, supra, pág. 513  

Las diligencias que se hagan en la policía, el alcalde del 

administrador de correos, “no constituyen una enumeración 

cerrada de posibilidades, ni puede permitirse que se conviertan 

en fundamento para la recitación automática de alegaciones 

evidentemente estereotipadas con el fin de obtener, sin más, la 

autorización para emplazar por edictos, con total abstracción de 

las particulares circunstancias del caso de que se trate.”  Lanzó 

Llanos v. Banco de la Vivienda, supra, pág. 513.  El juez de 

instancia a quien se le presente una moción para que se autorice 

la citación por edictos debe cerciorarse de que "se han hecho las 

diligencias necesarias para determinar el paradero del 

demandado". Global v. Salaam, supra, pág. 483, citando a 

Mundo v. Fuster, supra, págs. 371-72.  En consecuencia, lo 

fundamental para que se autorice el emplazamiento por edictos 

es que en la declaración jurada que acompañe la solicitud 
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correspondiente se aduzcan hechos específicos que demuestren, 

en las circunstancias particulares del caso en que surja la 

cuestión, que el demandante ha realizado gestiones 

potencialmente efectivas para tratar de localizar al demandado y 

emplazarlo personalmente, y que a pesar de ello ha sido 

imposible encontrarlo.  Global v. Salaam, supra, pág. 483; Lanzó 

Llanos v. Banco de la Vivienda, supra,  págs. 513-14.  Al evaluar 

la suficiencia de tales diligencias, el tribunal deberá tener en 

cuenta todos los recursos razonablemente accesibles al 

demandante para intentar hallar al demandado, y si se ha 

agotado toda posibilidad razonable disponible al demandante 

para poder localizarlo. Global v. Salaam, supra, pág. 483; Lanzó 

Llanos v. Banco de la Vivienda, supra pág. 515.  Sólo cuando se 

demuestre de forma fehaciente el hecho de que se han llevado a 

cabo aquellas diligencias potencialmente efectivas a los fines de 

encontrar al demandado, puede el tribunal conceder el permiso 

para emplazarlo mediante la mencionada publicación. Lanzó 

Llanos v. Banco de la Vivienda, supra.  Meras generalidades son 

insuficientes. La declaración jurada que sirve de base a tal 

notificación tiene que establecer las diligencias realizadas en 

forma tan precisa y detallada como sea necesario para que el 

tribunal pueda entender, medir y aquilatar la eficiencia de tales 

gestiones a la luz de las circunstancias de cada caso en 

particular. Id.  

En resumen, la declaración jurada o certificación del 

alguacil son parte integral de la génesis del emplazamiento por 

edicto. Reyes v. Oriental Fed. Savs. Bank, supra.  La omisión de 

presentar una declaración jurada suficiente, en la etapa crucial 

decisoria en que se opta por denegar o autorizar la continuación 

de los procedimientos vía edicto, no es un vicio de mero 
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formalismo o técnico. Va a la médula de las garantías 

constitucionales del debido proceso de ley. Reyes v. Oriental 

Fed. Savs. Bank, supra, pág. 27.   Esta omisión priva al tribunal 

de tener jurisdicción sobre los demandados, lo cual no puede  

ser subsanado por enmienda posterior.  Id.  La falta de 

jurisdicción in personam es un impedimento infranqueable que 

veda todo trámite judicial y macula de nulidad el ya efectuado. 

Id, pág. 28; Calderón Molina v. Federal Land Bank, 89 DPR 704, 

709 (1963). 

 En el primer señalamiento de error la apelante alega que 

los tres codemandados menores de edad y sus madres no fueron 

emplazados conforme a derecho, por lo que el TPI no adquirió 

jurisdicción in personam sobre ellos.   Alegó que el Banco 

demandante tampoco cumplió con las diligencias razonables 

requeridas para localizar a los menores y a sus madres, y así 

adquirir jurisdicción sobre ellos, por lo que el emplazamiento por 

edicto fue nulo.  Les asiste la razón. 

 El banco presentó la demanda el 1ro de diciembre de 2011 

contra Luis R. Bonano Román y Dhyalma Vázquez Rosado.  Ante 

el fallecimiento de ambos, el 24 de febrero de 2012, Doral Bank 

la enmendó para incluir a los miembros de las sucesiones de los 

demandados fallecidos.   Surge de la declaración jurada, suscrita 

por el emplazador Víctor M. Encarnación Pichardo, el 17 de enero 

de 2017, que este fue notificado el 16 de enero que uno de los 

hijos de los demandados, Sr. Luis Raúl Bonano Vázquez, también 

falleció y sus herederos eran tres menores, nacidos en dos 

matrimonios.  De su primer matrimonio con Marisol Flores Cruz 

procreó a los menores Ricardo Luis y Gabriela Cristina.  En su 

segundo matrimonio con Miriam González Andino, quien es la 

viuda, procreó a Luis Raúl Bonano, también menor de edad.3   

                                                 
3
 Apéndice pág. 15 



 
 

 

KLAN201501821 

 

14 

Desde esa fecha el Banco, por conducto del emplazador, sabía 

que en la sucesión demandada había menores de edad.   Así que 

los emplazamientos a los menores tenían que estar dirigidos 

estos por conducto de sus madres.  No surge del expediente que 

el banco solicitara emplazamiento para la Sra. Marisel Flores 

Cruz como madre de los menores Ricardo Luis y Gabriela 

Cristina Bonano Flores ni para la Sra. Miriam González Andino 

como madre del menor Luis Raúl Bonano González, por lo que en 

el trámite no se cumplió con la Regla 4.4 (b) de Procedimiento 

Civil.  La aludida Regla 4.4 (b) exige que el diligenciamiento a un 

menor de catorce años de edad, se hará entregando copia del 

emplazamiento y de la demanda a su padre o madre con patria 

potestad.  A un menor de edad de catorce años o más, 

entregando copia del emplazamiento y de la demanda a dicho 

menor personalmente y a su padre o madre.    Las gestiones 

para emplazar a los menores, se tenían que realizar a través de 

sus progenitoras y a los demandados personalmente, de tener 

estos catorce años o más, y ello no ocurrió.    

Luego de enmendar la demanda, el emplazador suscribió 

otra declaración jurada el 20 de abril de 2012 en la que recopiló 

sus gestiones para conseguir a los demandados, pero no a sus 

progenitoras.  En la declaración jurada del emplazador, este 

indicó que al emplazar a la codemandada Jessica Marie Bonano, 

le preguntó por los codemandados y esta le informó desconocer 

el paradero de cada uno de ellos, ya que no tenía ningún tipo de 

comunicación con estos.  Luego, acudió a la residencia más 

cercana a la propiedad y lo recibió una señora de unos 60 a 65 

que no se quiso identificar e indicó no conocer a los 

demandados.  Indicó que le preguntó al Sr. Erick Bonano del 

paradero de los demás demandados y éste le informó 

desconocer dirección física y números de teléfono de ellos.   
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Como parte de sus gestiones informó que llamó al número 

telefónico que le suplió la demandante y estaba fuera de 

servicio.  Indicó además, que se dirigió al cuartel de policía de 

Bayamón, así como a la alcaldía de Guaynabo, y en ninguno de 

los lugares conocían a los demandados; que se comunicó al 

centro de información 411 y buscó en la guía telefónica y no 

encontró resultados sobre los demandados.  Mencionó que buscó 

en la página de internet de páginas amarillas y en Facebook.  Allí 

encontró algunos nombres iguales a los demandados y al 

enviarle mensajes no respondieron.  Por otro lado, el 20 de junio 

de 2012, la Gerente del Departamento de Ejecuciones del Doral 

Bank, mediante declaración, le acreditó al tribunal que los 

demandados no eran menores de edad.  Las gestiones que 

realizó el emplazador para localizar a los demandados, estaban 

mayormente dirigidas al codemandado Erick Bonano y no a los 

menores ni a sus madres.  En cuanto los menores, solo indicó 

que le preguntó a los tíos y que estos desconocían la 

información; que le preguntó a una vecina por los demandados y 

esta le informó que en la propiedad solo residía la demandada 

[Jessica Marie Bonano].  Las demás gestiones de ir a la alcaldía 

de Guaynabo el 17 de abril de 2012 y allí preguntar por los 

demandados, sin precisar a cuáles demandados en específico y 

sin mencionar a sus madres, resulta una gestión poco precisa y 

vaga.  La gestión que realizó en la policía de Bayamón, fue para 

localizar a Erick Bonano y no a los demandados, al precisar en la 

declaración que el agente Díaz, le informó “no conocer al 

demandado”.  Además, esta gestión era fútil.  Igualmente, 

resulta inadecuado, buscar en la guía telefónica, en las páginas 

amarillas y llamar al centro de información 411, tratándose de 

menores de edad, pues tampoco precisó si buscó la información 

de sus respectivas madres, ni las fechas en que realizó tales 
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gestiones.  La gestión de enviar mensajes en Facebook, sin 

indicar los nombres de las personas a quienes le envió dichos 

mensajes, ni las fechas, resulta igualmente inadecuado y 

generalizado.  De otro lado, no surge de la declaración jurada 

ningún trámite para conseguir a los menores en lugares típicos 

de su edad, como la escuela y centros de deportes, entre otros.  

Además, la declaración jurada está huérfana de trámites para 

conseguir a las madres de dichos menores, quienes son las 

personas requeridas en la Regla 4.4 (b) de Procedimiento Civil, 

supra, para recibir tales emplazamientos.   

Concluimos que la declaración jurada presentada por el 

emplazador no contiene información específica ni provee 

trámites adecuados y potencialmente efectivos, de acuerdo a las 

circunstancias del caso, para conseguir a los menores y a sus 

madres, quienes son las personas requeridas para recibir tales 

emplazamientos.  Por tanto, el foro primario no podía conceder 

el permiso para emplazar por edicto.   

Para obtener la orden del emplazamiento por edicto, el 

banco emitió una declaración que suscribió la supervisora del 

departamento de ejecuciones.  Esta declaración también 

contenía información incorrecta al indicarse que los demandados 

no eran menores de edad, cuando se sabía, desde de enero de 

20124 que existían tres menores de edad.   Como indicáramos, 

con estas declaraciones juradas, el 20 de junio de 2012, el 

Banco le solicitó al foro primario que expidiera los 

emplazamientos por edicto a los codemandados.   Al evaluar las 

circunstancias del presente caso, concluimos que ninguna de las 

declaraciones juradas presentadas al TPI para que el foro 

primario emitiera los emplazamientos, cumplió con los requisitos 

de la Regla 4.6 de Procedimiento Civil, supra, por lo que dichos 
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emplazamientos por edictos fueron emitidos erróneamente y 

resultan nulos.   

A su vez, los emplazamientos por edictos fueron emitidos 

incorrectamente.  El 9 de julio de 2012, el Tribunal emitió el 

emplazamiento por edicto a:  Erick Bonano Vázquez, Miriam 

González Andino, Luis Raúl Bonano González, Ricardo Luis 

Bonano Flores, Gabriel Cristina Bonano Flores.  En ningún lugar 

del emplazamiento se mencionó que los codemandados menores 

de edad, eran emplazados por conducto de sus respectivas 

madres Miriam González Andino y Marisol Flores Cruz.  A esta 

última, ni siquiera se le mencionó en el emplazamiento, contrario 

a lo que alega el Banco.  De igual forma ocurrió con el 

emplazamiento por edicto emitido el 10 de octubre de 2013.   

Esta omisión en el emplazamiento por edicto, también invalidó 

dicho emplazamiento, toda vez que la Regla 4.4 (b), supra, 

requiere que a los menores se les notifique a través de la 

persona con patria potestad, en este caso, sus madres.    

No podemos pasar por alto que los menores fueron 

interpelados, el caso siguió su curso, sin la presencia de ninguna 

persona que resguardara sus derechos.  Como sabemos, los 

menores de edad poseen personalidad jurídica, pero carecen de 

capacidad de obrar, por lo que éstos deben comparecer a los 

procedimientos judiciales representados por su padre o madre 

con patria potestad, su tutor general o un defensor judicial. 

Véase Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra, pág. 678.  La 

ausencia de algún representante de los menores en el proceso y 

de un emplazamiento adecuado, conllevó además, que el Centro 

de Mediación de Conflictos concluyera que el caso no era 

adecuado para mediación.  Indicó el Centro que a la sesión de 

mediación los codemandados, que involucraba menores, no 

asistieron.    
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Toda vez que faltan partes indispensables en el pleito, 

sobre los cuales el TPI no ha adquirido jurisdicción, revocamos la 

sentencia sumaria aquí apelada, la Resolución y la Sentencia 

parcial emitidas por el TPI en septiembre de 2015.  Como 

sabemos, “una sentencia es nula cuando la misma se ha dictado 

sin jurisdicción o cuando al dictar ésta se ha quebrantado el 

debido proceso de ley”. García Colón et al.v. Sucn. 178 DPR 557 

(2010).  Nos encontramos ante ambos supuestos.    

En cuanto a la petición que nos hace la apelante de que la 

Sra. Dalma Iris Martínez Báez era la viuda de su padre Luis R. 

Bonano Román y no se incluyó en el pleito, nada nos queda por 

disponer.  Nos informa el banco, y así lo hemos corroborado del 

expediente, que dicho asunto se trae por primera vez en la etapa 

apelativa ante nuestro foro.  Es ante el TPI que se debe 

presentar esa solicitud en primer orden y no ante nos.   

Por lo aquí resuelto, resulta innecesario entrar a dilucidar 

los restantes señalamientos de error.  

DICTAMEN 

 
Por los fundamentos antes expresados, revocamos la 

sentencia sumaria aquí apelada, consecuentemente, también 

dejamos sin efecto la Sentencia Parcial así como la Resolución 

aquí cuestionadas.  Devolvemos el caso al TPI para la 

continuación de los procedimientos.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
Dimarie Alicea Lozada 

                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


